
DEMANDAMOS RESPETO 
AL PROCESO ELECTORAL 

COMUNICADO

Las Américas, 13 de julio de 2023. 
El día de ayer el Tribunal Supremo Electoral de 
Guatemala (TSE), con apego al orden 
constitucional, oficializó los resultados de las 
votaciones celebradas el 25 de junio, confirmado 
que los partidos Unidad Nacional de la Esperanza y 
Movimiento Semilla disputarán la segunda ronda 
electoral, programada para el 20 de agosto. Este 
anuncio se produjo 17 días después de las 
elecciones, dado que el TSE tuvo que realizar un 
recuento de los escrutinios solicitado mediante un 
amparo por un grupo de partidos políticos que 
alegaron supuestas anomalías, que finalmente 
fueron descartadas. 

A pesar de la autoridad del TSE y de los mandatos 
constitucionales que lo respaldan, minutos antes 
de oficializar los resultados, el Juez Séptimo de 
Instancia Penal Freddy Orellana ordenó la 
suspensión de la personalidad jurídica del 
Movimiento Semilla, en un acto abiertamente 
ilegal, con el objetivo de judicializar el proceso 
electoral en beneficio de intereses espurios. El 
partido Movimiento Semilla planteó un amparo 
para detener esta resolución ilegal que deberá ser 
otorgado por la Corte de Constitucionalidad para 
evitar el rompimiento constitucional. 

Este intento de impedir la participación electoral 
del partido ha sido promovido por el Ministerio 
Público, bajo el mando de la fiscal general 
Consuelo Porras y ejecutado por la Fiscalía 
Especial Contra la Impunidad (FECI) liderada por el 
fiscal Rafael Curruchiche, quienes dirigieron un 
allanamiento ilegal en la sede del TSE, con 
personas armadas y el rostro cubierto para causar 

temor y obtener documentación del partido 
Movimiento Semilla. Los funcionarios Porras y 
Curruchiche están sancionados por los Estados 
Unidos por corrupción. El Juez Orellana ha sido 
cuestionado por conducir casos de criminalización 
contra fiscales exiliados y el periodista encarcelado 
José Rubén Zamora. 

Las organizaciones internacionales firmantes 
hacemos un llamado a todas las autoridades 
guatemaltecas a que respeten la independencia del 
Tribunal Supremo Electoral y el orden jurídico 
constitucional.  La institucionalidad guatemalteca 
debe garantizar respeto a su mandato 
constitucional y no permitir que otros órganos 
interfieran arbitrariamente en el proceso electoral.

Se debe investigar a los funcionarios que buscan 
manipular el proceso electoral en clara violación a 
la Constitución y a la voluntad popular reflejada en 
los votos. Exigimos se detengan de forma 
inmediata las amenazas de criminalización contra 
integrantes de partidos políticos convocados a 
elecciones y sus representantes legales.

Exhortamos a la comunidad internacional a 
mantenerse alerta y pronunciarse sobre lo que 
acontece en Guatemala y a sumar sus esfuerzos 
diplomáticos para evitar que se produzca este 
atropello a la democracia.

Finalmente, expresamos nuestra confianza en que 
las acciones indebidas no prosperarán y el proceso 
electoral podrá continuar con su curso, 
garantizando la libre expresión de la voluntad del 
pueblo guatemalteco.

y la voluntad popular en Guatemala


